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REG. SENT. DEF:270

En Lomas de Zamora, a los 19 días del mes de agosto de dos mil ocho, reunidos en Acuerdo Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Norberto Horacio Basile, Carlos Ricardo Igoldi y Rodolfo Miguel Tabernero con la presencia del Secretario actuante, se trajo a despacho, para dictar sentencia, la causa nº 62815, caratulada: "D'ELIA, NELIDA MARGARITA c/RODRIGUEZ, ALEJANDRO Y OTS s/REIVINDICACIÓN". De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

-C U E S T I O N E S-




1ª.- ¿Es justa la sentencia apelada?




2ª.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile, Tabernero e Igoldi.-





-V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr. Basile dice:





I.- El señor juez a cargo del juzgado de primera instancia en lo civil y comercial Nº13 departamental, dictó sentencia a fojas 778/789 haciendo lugar a la demanda interpuesta por nulidad de escrituras públicas. Asimismo, dispuso que, oportunamente, se libre la documentación correspondiente a fin que se tome nota de lo resuelto en el Registro de la Propiedad Inmueble, dejándose sin efecto la inscripción de la declaratoria de herederos apócrifa, inscripta bajo el nº 222334. Hizo lugar a la demanda de reinvindicación interpuesta contra Alejandro Rodriguez. Hizo lugar a la reconvención por mejoras, fijando la suma de $ 46.000 a la que se le adicionarán intereses a la tasa activa del Banco de la Provincia de Buenos Aires, desde el 17 de diciembre de 2002 y hasta el efectivo pago. Dejó sentado que deberá acreditarse el pago de la referida indemnización por mejoras en forma previa a la restitución del bien a fin de evitar un enriquecimiento indebido en favor de la parte accionante. Impuso las costas del juicio a los accionados contra los que prospera el reclamo en lo que hace a la demanda instaurada y por su orden en lo que hace a la reconvención deducida. Difirió la regulación de honorarios profesionales para la oportunidad de ser acompañada la valuación fiscal actualizada del bien y se practique la liquidación del monto de la reconvención. A foja 825 se aclaró la sentencia en el sentido que las costas derivadas de la intervención del Estado Provincial en el litigio deberán ser soportadas por los accionados condenados en relación a la nulidad de las escrituras públicas, por ser el único punto en litigio vinculado con la actuación del Registro de la Propiedad Inmueble. 





El pronuciamiento fue apelado a foja 790 por la parte actora reconvenida y a foja 797 por el codemandado Rodriguez, quien a su vez apeló la aclaratoria dictada a foja 825 mediante recurso de foja 833. 






Radicadas las presentes actuaciones en esta Sala, a fojas 895/897 expresó agravios la parte actora reconvenida y a fojas 899/904 hizo lo propio el codemandado Rodriguez. Corrido el pertinente traslado, a fojas 912/913Bis replicó el codemandado Rodriguez, a fojas 919/921 lo hizo la Fiscalía de Estado, a fojas 922/925 luce expresión de agravios de la parte actora y finalmente a fojas 939/942 lo hizo la codemandada Bongiovanni.





A foja 943 se llamó la causa para dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida y firme.





DE LOS AGRAVIOS





II.- Se agravia la parte actora del monto fijado por el magistrado de anterior grado en concepto de mejoras, solicitando que sea reducido.  






El codemandado Rodriguez se agravia del monto de la mejoras, solicitando que el mismo sea elevado. Argumenta que la actora obró con mala fe al retrasar el inicio de la acción reivindicatoria para lograr adquirir un inmueble con las mejoras introducidas. Asimismo, se agravia de la tasa de interés aplicada por entender que la misma no refleja la variación de los costos en el mercado inmobiliario. Finalmente se agravia de la falta de atribución de responsabilidad en el Estado Provincial por el defectuoso obrar tanto de los notarios demandados como del Registro de la Propiedad Inmueble. 





DE LA REPLICA





III.- En ocasión de contestar el traslado de los agravios, la parte actora y el codemandado Rodriguez se acusaron mutuamente de no haber cumplido con la carga que impone  el artículo 260 del código de rito.





Tocante al pedido hecho en la réplica para que se declaren desiertos los recursos, basado en la inexistencia de suficiente fundamentación, debo dejar sentado que esta Sala, efectivamente, se ha impuesto un criterio de exigir la formulación de una crítica concreta objetiva, razonada y circunstanciada de todos y cada uno de los fundamentos del fallo.






Es así, que el desarrollo de los agravios a la luz del artículo 260 del Código Procesal Civil y Comercial de nuestra provincia supone, como carga procesal, una exposición en la que mediante el análisis razonado y crítico del fallo impugnado se evidencie su injusticia. 





La expresión de agravios debe contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo recurrido que se consideren equivocadas, en base a las constancias de autos, debiendo ser la pretensión de la quejosa autosuficiente y demostrativa de los desaciertos del Magistrado, pues no resulta ataque idóneo las meras afirmaciones del recurrente no avaladas en circunstancias emergentes del proceso, ni la mera disconformidad con lo decidido, toda vez que este proceder en manera alguna satisface la requisitoria legal de los artículos 260, 261 y 266 del rito y, en consecuencia, acarrea como lógica conclusión, que corresponda desierto este aspecto del recurso (esta Sala, causa: 65280 RSD: 231/08 S 01/07/2008 in re “Moravicky, Alejandro c/Bressan, Luciana s/Ds y Ps”).





Esta Sala ha dicho, a su vez, que en los casos que aún mínimamente se cumplieran tales extremos, y se entendiera que está en juego el principio de defensa en juicio, corresponde atender tales quejas, siguiendo la denominada doctrina amplia -pero acoto- sólo excepcionalmente se ha seguido este criterio (CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 181/92, 46/93, 138/93, 177/93, 96/94, 56/98, 169/99 y ot.).







En mi concepto, los escritos cuestionados no pueden ser calificados de insuficientes respecto de la crítica que formula al decisorio apelado.





En consecuencia estimo necesario atender sus quejas, y revisar la justicia del fallo (Doctrina del art. 260 CPCC y jurisp. Anotada). 





DE LOS ANTECEDENTES





IV.- Los actores inician la presente acción a efectos de reivindicar el bien sito en la calle Emilio Mitre nº1085. Del relato de los hechos surge que los accionantes han adquirido la titularidad del inmueble en virtud de la declaratoria de herederos dictada en los autos "Farina, Elena Francisca y D'Elia, Pascual s/Sucesiones", radicada en el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo civil nº5, Secretaría 10 de la Capital Federal (expediente nº143572).





Refieren que en ocasión de tramitar la inscripción de la referida declaratoria en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires, se encontraron con el obstáculo que el bien se encontraba ya inscripto a nombre de otra persona. Remontando los antecedentes dominiales se pudo determinar que en la inscripción del inmueble referido nº 1393/1929 a nombre de Pascual D'Elia ingresó con anterioridad un testimonio de declaratoria de herederos proveniente del Juzgado de Primera Instancia en lo civil y comercial Nº19 de La Plata. 





En razón de ello, y luego de realizar una pormenorizada búsqueda, se logró determinar que el referido proceso sucesorio era inexistente, extremo que fue manifestado al Registro de la Propiedad Inmueble a fin de que sea prevenida la matrícula respectiva.





En razón de estas circunstancias fácticas, los actores reclaman la reivindicación del inmueble mencionado toda vez que el título del actual poseedor y titular registral se encuentra precedido de actos inexistentes, debido a la falta de intervención del titular registral real. Es por ello que este tercero no se encuentra amparado por el artículo 1051 del Código Civil. Asimismo y, en virtud de reconocer como antecedente un acto inexistente, solicitaron la nulidad de las escrituras traslativas de dominio que fueron otorgadas a consecuencia de la inscripción registral apócrifa.





Se presenta el demandado Rodriguez a estar a derecho, contestando demanda y argumentando que se encuentra protegido por el artículo 1051 mencionado supra en virtud de revestir el carácter de tercero adquirente de buena fe y a título oneroso. En atención a los postulados de la garantía por evicción, cita como tercero a Oscar Hector Fernandez, de quien adquirió la propiedad y a sus socios Osvaldo Collado y Hector Otero. Finalmente, solicita que sean citados como terceros todos aquellos que intervinieron en la cadena de transferencias. 





En ocasión de presentarse a estar derecho, el tercero citado Oscar Hector Fernandez argumenta como defensa que él adquirió el bien mediante un acto inobjetable a título oneroso y de buena fe. Citó como terceros a efectos de integrar la litis a la Sra. Mirta Cristina Cepeda y D'Elia, al notario Raul Horacio Garcia Coni, a los cónyuges Soria (de quienes adquirieron la propiedad) y a la notaria Teodolinda Bongiovanni. 





En virtud de encontrarse en tela de juicio el orden público y la validez de la publicidad registral, el señor juez sentenciante de grado anterior dispuso la intervención del Sr. Agente Fiscal, quien dictaminó que, por las razones invocadas, correspondía a la Jurisdicción expedirse respecto de la nulidad de la inscripción registral solicitada.





A fojas 198/200 el señor magistrado sentenciante de anterior grado resolvió admitir los pedidos de citación de terceros realizados y, en consecuencia, dispuso integrar la litis con Mirta Cristina Cepeda, Pedro Ramón Rodriguez, Abel Oscar Soria, Antonia Maria Prodogo, Raul Horacio Garcia Coni, Teodolinda Bongiovanni y con el Estado Provincial. Rechazó la citación respecto de Osvaldo Collado y Hector Otero.





A foja 217 se presentó a estar a derecho la Sra. Mirta Cristina Cepeda. A fojas 219/242 se presentó la notaria Teodolinda Bongiovanni, contestando la citación de tercero y negando la existencia de responsabilidad en su persona por su actuación como escribana autorizante en las escrituras traslativas de dominio celebradas entre el matrimonio Soria-Prodogo y Fernandez y entre este último y el demandado Rodriguez. Sostuvo que no encontró anormalidades en los antecedentes dominiales revistados y que por lo tanto las escrituras atacadas no adolecen de ningún vicio por el cual puedan ser nulificadas. 





En oportunidad de evacuar la citación de tercero efectuada, la Fiscalia de Estado interpuso excepción de falta de legitimación pasiva sosteniendo que la contienda referida a la reivindicación de un inmueble le es ajena ya que no ha sido demandado por el actor ni por el demandado, sino que su intervención fue solicitada por el Agente Fiscal, mas no hay acción dirigida en su contra. A misma conclusión llegó respecto a acción referida a la nulidad de escrituras. 





A fojas 255/266 se presentaron los Sres. Soria y Prodogo contestando la citación requerida y sosteniendo que han actuado de buena fe.





A fojas 300, 313 y 348 se declaró la rebeldía de los Sr. Garcia Coni, Pedro Ramon Rodriguez y de los ocupantes, poseedores, locatarios, sublocatarios o tenedores, respectivamente.





A foja 359 se abrió la causa a prueba, clausurándose el periódo probatorio a fojas 748/749 y poniendose los autos para alegar. A fojas 768/775 alegó de bien probado el demandado Rodriguez. 





A foja 777 se llamó la causa para dictar sentencia, la cual obra a fojas 778/789.





CONSIDERACIÓN DE LAS QUEJAS





V.- Ambos apelantes han cuestionado el valor otorgado por el juez sentenciante de grado anterior a las mejoras realizadas en el inmueble, ya sea por considerarlo elevado o bien reducido.





El artículo 2427 del Código Civil protege al poseedor de buena fe que debe reintegrar la cosa a su legítimo poseedor reconociéndole el derecho a recibir el reintegro de los gastos necesarios o útiles realizados en una cosa. El artículo en comentario permite al poseedor de buena fe que debe restituir la cosa al propietario, recuperar "los dineros y materiales invertidos en mejoras necesarias o útiles que existiesen al tiempo de la restitución de la cosa". El texto legal no se refiere al mayor valor adquirido por la cosa, sino al reintegro del dinero y de los materiales invertidos. Además, debe tratarse de gastos realizados por el poseedor, puesto que si hubiesen sido efectuados por un tercero aquél carecería de derecho a reclamar su reintegro (Zanoni, Eduardo; Kemelmajer de Carlucci, Aida, "Código Civil y leyes complementarias" Tº10 pag. 403 y sgtes, ed Astrea, 2005).





El problema puede presentarse respecto de las mejoras necesarias y de las útiles, ya que por hipótesis incrementan el valor de la cosa y esta plusvalía puede ser superior a lo efectivamente gastado por el poseedor. Algunos afirman que debe abonarse el mayor valor que determinen los peritos y que esta prueba pericial evita un enriquecimiento sin causa; además, las mejoras pueden encontrarse deterioradas o destruídas, por lo que este medio probatorio hace más facil la prueba y, finalmente, esto es lo que surge de la aplicación analógica de lo dispuesto en el artículo 589. Para otros, debe abonarse estrictamente lo invertido, más la indexación  que corresponda. Finalmente, para Argañaras, "como el principio del enriquecimiento injusto es el aplicable, el acreedor de las mejoras, no lo será por las sumas que invirtió si su importe supera el valor actual de la mejora; ni tendrá derecho a la plusvalía sobreviniente, si lo gastado fue de un monto menor", lo que significa que en todos los casos tendrá derecho al valor menor, ya sea el de la inversión o el actual (Zanoni, Eduardo; Kemelmajer de Carlucci, Aida, "Código Civil y leyes complementarias" Tº10 pag. 403 y sgtes, ed Astrea, 2005). 





La norma es bastante clara en tanto permite obtener el reintegro de lo invertido, tal como se prevé en la segunda parte; esta solución armoniza con lo previsto en la primera parte, que también se refiere al reembolso de los gastos efectuados por el poseedor. Si el poseedor recupera lo invertido en tales mejoras –con la debida actualización monetaria- no habrá enriquecimiento injusto a su favor, aun cuando el valor actual de las mejoras sea inferior, pues en el momento en el que hizo el gasto salió una determinada suma de su patrimonio y se trata de reintegrársela. Si las mejoras aportan a la cosa un valor mayor a lo efectivamente gastado, y sólo se reembolsa al poseedor lo invertido, éste queda indemne y el propietario obtiene un beneficio adicional, pero sin sacrificio del poseedor. Hay que tener en cuenta que la finalidad del artículo 2427 es indemnizatoria y no lucrativa; se pretende que el poseedor no sufra un daño y no que obtenga un lucro. El daño que puede sufrir el poseedor es que se le restituya menos de lo efectivamente invertido en la realización de las mejoras; no se le debe indemnizar el mayor valor de la cosa alcanzado con una inversión menor. Tampoco hay una adquisición, ya que el propietario no está adquiriendo las mejoras sino tan sólo procurando que el poseedor recupere los gastos realizados (Zanoni, Eduardo; Kemelmajer de Carlucci, Aida, "Código Civil y leyes complementarias" Tº10 pag. 403 y sgtes, ed Astrea, 2005).





Lo cierto es que las partes solo se han agraviado del monto fijado por el juez de anterior grado, ya que la parte actora ha consentido expresamente la fijación de valores a la fecha de la pericia, esto es desde el 17 de diciembre de 2002 y el demandado Rodriguez solamente apunta a elevar dicho monto, no cuestionando la fecha de la estimación del valor. 





Ingresando al análisis de la pericia de fojas 673/674 y las explicaciones brindadas a fojas 692 y 697, se extrae que el experto determinó un total de $ 46.000 como valor final del costo de las mejoras (incluida la mano de obra), estimando su precio al momento de la realización del estudio. Realizó un estudio detallado de todas las mejoras introducidas en el inmueble dando un valor a cada uno de los rubros analizados. En ocasión de evacuar las impugnaciones realizadas por actor y demandado, reafirmó la fuerza de su dictamen, haciendo hincapie en el hecho que la tasación se realizó en base a su experiencia personal, ya que no constan ni recibos de los gastos realizados ni otras constancias que acrediten lo efectivamente invertido por el demandado. 





En referencia a la merituación de las pericias, debo recordar que el seguimiento o apartamiento de los dictámenes periciales no dependen tanto de la actitud del justiciable de observar, cuestionar o impugnar la pericia, ni tampoco de la falta de ello, sino del grado de convicción que tal elemento produzca en el ánimo del juez en sustento de la aplicación y experiencia (sana crítica) y del adecuado procedimiento para la realización o producción de tal medio. Siendo como en autos cuestiones eminentemente técnicas, adquieren marcada relevancia como parámetros para decidir (arts. 473, 474, 384 CPCC; CALZ Sala I Reg. Sent. Def. 254/88, 118/89, 135/90, 59/97, 151/97, entre muchos otros).- Por otra parte, ha decidido la Suprema Corte de la Provincia que la circunstancia de que las conclusiones periciales no resulten vinculantes para el juez, no significa que pueda apartarse arbitrariamente de las mismas, pues en todo supuesto la desestimación de sus afirmaciones debe ser razonable y científicamente fundada (SCBA Ac. 41770 S 20-11-1991; Ac. 55627 S 9-8-1994; Ac. 51999 S 20-2-1996; Ac. 55555 S 1-10-1996; Ac. 58966 S 15-7-1997; Ac. 71889 S 31-5-2000). En otras palabras, por más amplias que sean las facultades del juez al apreciar el dictamen pericial y aunque sus conclusiones no sean vinculantes, no puede aquél apartarse del mismo sin dar otras razones que no sea su propia voluntad (SCBA, Ac. 45797 S 14-5-1991), ni implica reconocer a aquéllos una absoluta discrecionalidad.





Si bien la pericial no es vinculante para el juez de la causa, éste debe tener fundadas razones técnicas para enervarlo. En la hipótesis, el magistrado debe contar con fudamentos científicos del mismo nivel y rigor probatorio que el elaborado por el experto, pues sería ilógico que el sentenciante intente confrontar un dictamen de tal naturaleza con discrepancias de índole subjetiva que nunca alcanzarían la entidad convictiva del informe, puesto que si este no resulta fuera del contexto de las circunstancias de autos, ni encuentra demostrada el juzgador la inexactitud de sus conclusiones, no debe apartarse de ellas (esta Sala, “Haller, Carlos Jose c/Sbaglia, Alejandro s/Daños y Perjuicios”, RSD: 154/03).





No encuentro méritos para apartarme de los dichos del perito interviniente.





Por lo tanto, propongo al acuerdo confirmar el monto fijado por la sentencia en concepto de reintegro de mejoras.





VI.- Se queja el demandado Rodriguez por la falta de consideración de la supuesta mala fe de los actores al iniciar la demanda en virtud que ellos tenían conocimiento del error del registro un año antes de la promoción de la demanda. 





La cuestión que se trae a esta Alzada, nunca fue propuesta en la instancia de origen, resultando vedado al Tribunal su tratamiento(artículo 272 Código Procesal). Porque el Tribunal no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del Juez de primera instancia, quedando así vedado a la Cámara tratar argumentos no propuestos en los escritos introductivos de la demanda, contestación o reconvención en su caso, precisamente, porque a la demanda de la nueva propuesta le faltaría el primer grado de jurisdicción. En consecuencia la expresión de agravios no es la vía para introducir nuevos planteamientos o defensas que debieron deducirse en el correspondiente estadio procesal (esta Sala, Causa:62366 RSD-257-6 S 14-9-2006, in re “Araujo, Agueda c/ Doncelom S.C. s/ Cumplimiento de contrato”; Causa:64104 RSD: 366/07 S 23-10-2007 in re “Caiño, Maria c/Solis, Tomas Ismale s/Reivindicación”).





En consecuencia, estimo que no debe atenderse a la queja de la parte demandada en este sentido.





VII.- También se agravia la parte demandada respecto de la tasa de interés fijada, solicitando se establezca una tasa de interés que sea más equitativa y razonable a las nuevas realidades sociales y económicas, en especial las circunstancias actuales que se dan en el mercado inmobiliario.





Reiteradamente se ha decidido -conforme establece el Excmo. Tribunal Superior de esta Provincia- por distintos tribunales y por esta Sala siguiendo la doctrina, que dada la naturaleza de la Ley 23.928, la cual expresamente prohíbe los mecanismos de actualización más allá del 1º de abril de 1991, que a partir de esa fecha los intereses deben liquidarse a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, vigentes en los distintos períodos de aplicación, hasta su efectivo pago (art. 8, ley 23928; art. 622 Cod. Civil; SCBA, Ac. en causas 43448 y 43858 del 21-IV-91, "Zgonc, Daniel  Roberto y  otro contra  Asociación Atlética Villa Gesell. Cobro de australes".





Ahora bien, como consecuencia  de haber quedado notoriamente desarticulado el sistema de convertibilidad y las disposiciones que son su consecuencia, especialmente la doctrina arriba citada (Ac. 43858 del 21-5-91, "Zgonc, Daniel y ot. c/ Asociación Atlética Villa Gesell), es necesario que la tasa de interés moratorio se compadezca con las especiales contingencias que se advierten en el precio actual del dinero en el mercado en nuestro país.-





De allí que esta Sala aplicó el antecedente invocado por las recurrentes en el escrito de agravios, condenando a los deudores a abonar intereses desde 6 de enero de 2002 y hasta el efectivo pago, a la tasa efectiva anual que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires para giros no cubiertos -sin autorización- en cuentas corrientes, hasta el efectivo pago (CALZ Sala I, RSD 204/02, "Lescano, Claudia c/ Clínica Privada de Salud Mental s/ Ds. y Ps.").-





Sin embargo este precedente -reitero, invocado por las accionantes recurrentes-, es aplicado sólo para los supuestos de responsabilidad derivados de daños extracontractuales, y no para casos como el presente, en los cuales no existe una atribución de responsabilidad en cabeza de un sujeto en virtud de la comisión de un ilícito, sino que se reconoce a quien realizó mejoras en un inmueble el derecho a recibir el reintegro de las mismas. En consecuencia, y conforme especial la  naturaleza de la cuestión traída a juicio, propongo al acuerdo confirmar la sentencia en este punto, considerando justa la tasa de interés aplicada por el magistrado de anterior grado.





VIII.- Finalmente, es motivo de agravio del demandado Rodriguez la falta de atribución de responsabilidad al Estado Provincial por el error registral verificado en estos autos. 





Del análisis de las piezas constitutivas del proceso, surge sin hesitación que quien ahora pretende un pronunciamiento de la jurisdicción respecto a la posible responsabilidad del Estado por el error cometido en virtud de la toma de razón por parte del Registro de la Propiedad Inmueble de una declaratoria de herederos apócrifa, nada peticionó en la instancia originaria en ese sentido. 





Lo cierto es que quien solicita la intervención del Estado Provincial en forma primigenia es el Sr. Agente Fiscal (foja 182) quien, en ocasión de evacuar el traslado conferido a foja 181 por la jurisdicción, entendió que el sentenciante debía expedirse respecto a la nulidad de la inscrición resgistral cuestionada (aunque no hubiere sido formalmente solicitada), ya que una cuestión de orden público y seguridad jurídica asi lo requería. 





Corrido el traslado de la presentación efectuada por la Fiscalia, el tercero Fernandez solicitó la intervención del Estado Provincial por la posible responsabilidad que eventualmente pudiere tener que soportar el Fisco. Quien aquí recurre (demandado Rodriguez) en oportunidad de contestar el traslado conferido, nada dijo respecto a la responsabilidad del Estado, sino que se limitó a exponer que debía supeditarse la cuestión de la nulidad de la inscripción para el momento en que se hubiere producido la totalidad de la  prueba ofrecida en autos (foja 189).





Recien en oportunidad de alegar (fojas 768/775), el demandado introdujo la cuestión referida a los daños y perjuicios que el accionar de alguna de las partes le hubiere producido. 





A dicho al respecto el Máximo Tribunal Provincial que “En efecto, las cuestiones no articuladas en la demanda no pueden plantearse en el alegato, pieza ésta que incuestionablemente tiene una función precisa en el proceso judicial, limitada, razonablmente, a la expresión de juicio de cada parte sobre el resultado de la actividad probatoria respectiva (SCBA, DJBA, v. 117, p. 153)”.





Alsina lo define como el escrito en que las partes examinan la prueba rendida con relación a los hechos afirmados en la demanda y contestación, para demostrar su exactitud o inexactitud. Se trata de una exposición escrita, que no tiene forma determinada por la ley, pero que debe limitarse al análisis de la prueba frente a los hechos afirmados, estableciendo las conclusiones que de ella deriven. 





La lealtad exige que el debate se haga en la oportunidad prevista por la ley, es decir, en la demanda y en la contestación, y que el alegato sólo sea un examen de la prueba para orientar al juez, quien sacará de ella personalmente las conclusiones que considere pertinentes. 





No procede en el alegato que los litigantes introduzcan cuestiones o defensas que no fueron propuestas en oportunidad de la demanda, contestación o reconvención, debiendo limitarse a destacar el mérito o poder de convicción de los elementos probatorios, siempre en función de los hechos que fueron objeto de la litis, los cuales quedan definitivamente fijados en aquellas oportunidades. 





Entiendo que fallar en el punto en análisis importaría violar el principio de congruencia definido por Guasp como la conformidad que debe existir entre la sentencia y la pretensión o pretensiones que constituyen el objeto del proceso, más la oposición u oposiciones y teniendo en cuenta todos los elementos individualizadores de tal objeto: los sujetos que en él figuran, la materia sobre que recae y el título que jurídicamente lo perfila en cuanto delimitan ese objeto (Derecho Procesal Civil, Madrid, 1956, p. 555, nº 4, ap. III).





Dicho principio se vincula a la forma como ha quedado constituída la situación procesal, y se correlaciona con las pretensiones concretadas en la debida oportunidad mediante las peticiones correspondientes. Se ha expresado en tal sentido que se entiende por congruencia el requisito de la conformación de la sentencia con el pedimento –objeto y cantidad de objeto- y la misma será satisfecha “siempre que el pronunciamiento no otorgue mayores ventajas que las que derivan de una inteligente interpretación del pedimento” (PRIETO CASTRO, Trabajos y orientaciones de Derecho Procesal, Madrid, 1964, pp. 287 y sigtes).





El concepto pretensión al cual se refiere el artículo 163 del rito representa la noción concreta del objeto perseguido, en función, según el caso de la causa por la cual se pide. 





La decisión, por consiguiente, debe ser con arreglo a las acciones deducidas, resolviendo los temas sometidos a su juzgamiento en los términos en que ha sido trabada la relación procesal, con prescindencia de toda defensa que se haya planteado con posterioridad (SCBA, Ac y Sent, 197 V.II p. 635 DJBA, v. 59 p.57).





La relación procesal se ha trabado entre las partes a fin de resolver respecto a la nulidad de escrituras traslativas de dominio que reconocen su antecendente en un error registral, la reivindicación de un inmueble transferido a través de esos instrumentos y la obligación de quien acciona de reintegrar al poseedor de la cosa el precio de las mejoras introducidas en el inmueble. 





En consecuencia, estimo que no corresponde a esta Alzada resolver sobre la cuestión relativa a la responsabilidad del Estado Provincial, por ser un capítulo no propuesto a la consideración del juez de anterior grado.





En virtud de estas consideraciones

-VOTO POR LA AFIRMATIVA-

A la misma primera cuestión, los Dres. Tabernero e Igoldi, por consideraciones análogas, TAMBIEN VOTAN POR LA AFIRMATIVA.-

A la segunda cuestión, el Dr. Basile dice:





Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede, correponde confirmar la sentencia apelada. Costas de Alzada a los demandados vencidos (art. 68 CPCC). Los honorarios profesionales se regularán en su oportunidad (Ley 8904).

-ASI LO VOTO-

A la misma segunda cuestión, los Dres. Tabernero e Igoldi, por compartir fundamentos, VOTAN EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA





En el Acuerdó quedó establecido que la sentencia es justa y debe ser confirmada. 





POR ELLO, CONSIDERACIONES del Acuerdo que antecede, y CITAS LEGALES, confírmase la sentencia apelada. Costas de Alzada a los demandados vencidos. Difiérese la regulación de honorarios profesionales para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.-

